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Ordinario Laboral

Demandante:


José Teodoro Valencia Gallego     
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Tema:



PENSIÓN DE VEJEZ / INCREMENTO PENSIONAL / ESTRUCTURACIÓN O CONSOLIDACIÓN DEL DERECHO / MODIFICA / NIEGA / COMPULSA COPIAS / Como puede observarse, aun cuando el actor sitúa el inicio de su relación de pareja con la señora Ester Marina Echavarria Arango en el año 2004, el señor Aldemar Pavas Duque ubica este acontecimiento en el año 2009, al igual que lo hace su compañera permanente, quien rindió declaración en este proceso y contando además que en el mes de septiembre de 2016 contrajeron matrimonio civil.

Por lo anterior, debe señalarse entonces que la convivencia del señor José Teodoro Valencia Gallego y la citada señora inició en el año 2009, lo que permite inferir que la dependencia económica que quedó demostrada con los testimonios antes reseñados, se presenta desde esa anualidad hasta la fecha y no desde el año 2004, dado que ningún soporte probatorio tuvo esa afirmación.

Clarificado entonces el hecho de que la dependencia económica de la señora Chavarría Arango respecto del pensionado se origina a partir del año 2009 hasta la fecha y que el actor fue pensionado en calidad de beneficiario del régimen de transición, no habría lugar a reconocer el incremento pensional que reclama, pues el status de pensionado lo adquirió el 25 de junio de 1992, tal y como lo indica la resolución Nº 003680 de 2002 –CD fl 63 - y por ende, era para esa fecha en la que debían estar consolidadas las condiciones para acceder al incremento del 14% por persona a cargo, según las pruebas recaudadas, si acaso vino a suceder en el año 2009.  

Respecto al proceso adelantado por el demandante en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira reclamando el incremento pensional por la señora María Sisney Posada, se tiene que, como el demandante en el interrogatorio indicó que impetró dicha acción impulsado por otra persona que le indicó que demandara, a pesar que no era cierta su convivencia con aquélla, obligatorio resulta para la Sala a compulsar copias con destino a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que se investigue la eventual conducta penal en la que hayan podido incurrir contra la administración de justicia, el señor José Teodoro Valencia Gallego y las señoras María Amparo Esguerra de Arias, Dora Cely Marín Otalvaro y Luz Piedad García, en virtud a las declaraciones rendidas ante el Notario Tercero del Circulo de esta ciudad, mismas que fueron aportadas como prueba dentro del proceso radicado con el número  004-2016-01373.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiocho de febrero de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 1º de diciembre de 2017, dentro del proceso que el señor José Teodoro Valencia Gallego le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00543-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor José Teodoro Valencia Gallego que la justicia laboral declare que tiene derecho al reconocimiento y pago de los incrementos pensionales del 14% por personas a cargo y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar, debidamente indexada, la prestación económica a partir del 18 de noviembre de 2002, así como las costas procesales a su favor.

Fundamento de tales pretensiones radica en que el Instituto de Seguros Sociales mediante la resolución Nº 3680 de 2002 le reconoció la pensión de vejez, teniendo como marco normativo el Acuerdo 049 de 1990, en aplicación del régimen de transición; que convive desde el mes de noviembre de 2004 con la señora Ester María Echavarria Arango, con quien contrajo matrimonio civil el día 20 de septiembre de 2016; que desde la data inicialmente referida han convivido como pareja sin llegarse a separar, siendo él quien procura vestuario, alimento y vivienda a su cónyuge que no labora ni desarrolla oficio alguno que le genere ingresos.

Indica que en consideración de lo anterior elevó reclamación a Colpensiones con el fin de que le fuera reconocido el incremento pensional por personas a cargo, sin que la entidad haya efectuado pronunciamiento alguno.

Al contestar la demanda –fls. 35 a 42- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos de la demanda excepto los relacionados con la convivencia de la pareja conformada por el señor Teodoro Valencia y la señora Ester María Echavarria Arango y la dependencia económica de ésta última respecto al primero. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación y cobo de lo no debido”; “Buena fe”, “Imposibilidad Jurídica para cumplir con las obligaciones pretendidas”, “Inominada” y “Prescripción”.

La Agente del Ministerio Público se pronunció respecto a las pretensiones de la demanda indicando que el régimen de transición no cobijo los incrementos pensionales establecidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, toda vez que dicho beneficio solo fue previsto para la pensión de vejez.

Respecto al caso concreto indicó que con anterioridad el demandante inició una acción laboral con las mismas aspiraciones que la presente, pero respecto a la señora María Sisney Posada a quien señaló como su compañera permanente, por lo que cuestionó la veracidad de los hechoS que fundamentan éste proceso, pues la primera demanda se impetró en el año 2009 y en esta afirma el demandante que convive, desde el año 2004 con la señora Ester María Echavarria Arango.
Como excepciones propuso las de Prescripción y Cosa Juzgada.

En sentencia de 1º de diciembre de 2017, el juzgado declaró probada la excepción de cosa juzgada al evidenciar que en el proceso radicado con el número 2009-1373 tramitado ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el actor elevó iguales pretensiones a las contenidas en la presente demanda contra el Instituto de Seguros Sociales pero en aquélla oportunidad los incrementos pensionales fueron solicitados respecto a la compañera permanente y hoy se reclaman por la esposa.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión desfavorable al actor se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMA JURIDICO:
¿Se presentó el fenómeno de la cosa juzgada en el presente asunto?

Tiene derecho el señor José Teodoro Valencia Gallego a que se le reconozca el incremento pensional del 14% por personas a cargo?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. INCREMENTOS PENSIONALES
Conforme lo establecido por el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de la misma calenda, para que surjan a la vida jurídica dichos incrementos adicionales por él o la cónyuge, es necesario que: i. la pensión de la cual se deriven surja de la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 y, ii. Que el cónyuge no tenga pensión propia y dependa económicamente del pensionado.

Ahora, en sentencia en sentencia 27923 de 12 de diciembre de 2007, la Sala de Casación Laboral indicó que éste tipo de prestaciones eran exigibles “desde el momento en que se produjo el reconocimiento de la pensión de vejez o de invalidez”. (Rayas fuera del original)

De lo anterior se infiere que esa Corporación considera que las condiciones para que se generen los incrementos deben existir para el momento en que se reconoce la pensión y no surgir con posterioridad, lo cual resulta lógico, si se tiene en cuenta que es a la fecha de reconocimiento de la pensión que se concretan los derechos a que accede el afiliado, quien precisamente, a partir de ese momento deja de hacer aportes al sistema y por ende deja de tener la posibilidad de que se le cubran contingencias que tengan fecha posterior a la adquisición del derecho pensional.

2. EL FENOMENO DE LA COSA JUZGADA

El fenómeno de la cosa juzgada representa una institución jurídico-procesal tendiente a obtener la inmutabilidad, estabilidad y respeto de las decisiones judiciales que de acuerdo a las disposiciones de la legislación adjetiva han quedado en firme. En tal sentido constituye pilar fundamental del principio superior del debido proceso, al impedir a los funcionarios encargados de administrar justicia, reabrir litigios que ya han sido resueltos con anterioridad, lo que garantiza la estabilidad jurídica y le otorga seriedad y seguridad al sistema. 

Por disposición del artículo 332 del C.P.C. (hoy 303 del C.G.P), aplicable en los procesos laborales según autoriza el Art. 145 del C.P.T.S.S., para que frente a un proceso pueda pregonarse la ocurrencia de la cosa juzgada es necesario que se presente identidad de objeto, identidad de causa e identidad jurídica de las partes.

La valoración de identidad de dos procesos, en relación a estos tres elementos que configuran la institución jurídico-procesal de la cosa juzgada, no deben ser interpretados a tal punto de considerar, que el juicio primigenio debe ser una fiel copia del contemporáneo, por cuanto lo que se busca, según lo ha expuesto la Honorable Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
, es: 

“…que el núcleo de la causa petendi, del objeto y de las pretensiones de ambos procesos evidencien tal identidad esencial que permita inferir al fallador que la segunda acción tiende a replantear la misma cuestión litigiosa, y por ende a revivir un proceso legal y definitivamente fenecido.”.
5. EL CASO CONCRETO

Una vez revisada la acción laboral iniciada por el señor José Teodoro Valencia Gallego contra el Instituto de Seguros Sociales, la cual fue tramitada por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, bajo el radicado No 004-2009-01373-00, se pudo constatar que al igual que la presente demanda, éste reclama de la, ahora, administradora del régimen de prima media con prestación definida, Colpensiones, entidad que sucedió en tal función al ISS, el incremento pensional del 14% por personas a cargo, en su condición de pensionado por vejez, según la resolución No 3680 de 2002, por ser beneficiario del régimen de transición.
Si bien el juzgado de primera instancia declaró probada la excepción de cosa juzgada, tal decisión no puede avalarse en esta oportunidad, pues tanto los hechos como las pretensiones de aquel proceso difieren de los actuales.

De acuerdo con la demanda inicialmente presentada, el señor José Teodoro Valencia Gallego, reclamó el auxilio pensional por tener a su cargo a la señora María Sisney Posada, con quien dijo convivir y a quien supuestamente ayudaba económicamente desde hacía 17 años, a la fecha de presentación de la acción, mientras que en esta oportunidad solicita igual beneficio pero en razón de la señora Ester María Echavarría Arango, con quien afirma también convivir, inicialmente como compañeros permanentes y a partir del 20 de septiembre de 2016 como cónyuges.

En el anterior orden de cosas, no puede señalarse entonces que se configuró la cosa juzgada, pues aun cuando existe coincidencia en los hechos relacionados con el reconocimiento de la pensión al demandante y en las pretensiones se reclame el beneficio previsto en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, lo cierto es que el incremento se pide haciendo alusión a una beneficiaria diferente.

Sentado lo anterior, lo que corresponde es verificar es, si en efecto, el señor Teodoro Valencia Gallego acreditó los presupuestos legales establecidos en la citada norma para hacerse al auxilio pretendido y desde ya debe precisarse que con tal carga no cumplió, como pasa a explicarse.

Si bien con la demanda no fue aportada la Resolución No 3680 de 2002, por medio de la cual le fue concedida la pensión al actor, en proceso tramitado ante el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito – CD fl 63- obra escaneado dicho acto administrativo del cual se extrae que fue pensionado en cumplimiento de una decisión judicial proferida por esta Corporación el día 9 de julio de 2002; no obstante tal documento no se indica si el reconocimiento pensional fue en virtud a que se declaró que era beneficiario del régimen de transición.

Pese a dicho vacío probatorio, se tiene que Colpensiones al momento de dar respuesta a la acción aceptó que el marco normativo que reguló la prestación del actor es el Acuerdo 049 de 1990, por lo tanto, sólo correspondía al actor acreditar la dependencia económica de su compañera permanente, la señora Ester María Echavarria Arango.

Respecto a este punto, se tiene que en la acción que precedió a la actual, el actor reclamó el incremento pensional del 14% por la señora María Sisney Posada, a quien señaló como compañera permanente y dependiente económica en su totalidad, afirmación que buscó demostrar con las declaraciones extrajuicio a María Amparo Esguerra de Arias, Dora Cely Marín Otalvaro y Luz Piedad García, quienes indicaron, bajo la gravedad del juramento, que para la anualidad en que se presentó la demanda, la citada pareja había iniciado la convivencia hace 17 años, encontrándose vigente a la fecha de declaración que lo fue el 9 de marzo de 2009 –CD fl 63-.

Ahora, el señor Valencia Gallego, en esta nueva oportunidad trajo a declarar a los señores John Jaime Suarez Suaza, Aldemar Pavas Duque  quienes afirmaron conocer la pareja conformada por el actor y la señora Echavarriaga Arango, desde hace aproximadamente 4 y 8 años aproximadamente, periodo en que los han visto juntos y en el que el demandante ha asumido la manutención del hogar, integrado también por los menores nietos de la ésta última, dado que su compañera y actualmente esposa es ama de casa, no labora y no tiene ingresos propios que le permitan el auto sostenimiento.

Como puede observarse, aun cuando el actor sitúa el inicio de su relación de pareja con la señora Ester Marina Echavarria Arango en el año 2004, el señor Aldemar Pavas Duque ubica este acontecimiento en el año 2009, al igual que lo hace su compañera permanente, quien rindió declaración en este proceso y contando además que en el mes de septiembre de 2016 contrajeron matrimonio civil.

Por lo anterior, debe señalarse entonces que la convivencia del señor José Teodoro Valencia Gallego y la citada señora inició en el año 2009, lo que permite inferir que la dependencia económica que quedó demostrada con los testimonios antes reseñados, se presenta desde esa anualidad hasta la fecha y no desde el año 2004, dado que ningún soporte probatorio tuvo esa afirmación.

Clarificado entonces el hecho de que la dependencia económica de la señora Chavarría Arango respecto del pensionado se origina a partir del año 2009 hasta la fecha y que el actor fue pensionado en calidad de beneficiario del régimen de transición, no habría lugar a reconocer el incremento pensional que reclama, pues el status de pensionado lo adquirió el 25 de junio de 1992, tal y como lo indica la resolución Nº 003680 de 2002 –CD fl 63 - y por ende, era para esa fecha en la que debían estar consolidadas las condiciones para acceder al incremento del 14% por persona a cargo, según las pruebas recaudadas, si acaso vino a suceder en el año 2009.  

Respecto al proceso adelantado por el demandante en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira reclamando el incremento pensional por la señora María Sisney Posada, se tiene que, como el demandante en el interrogatorio indicó que impetró dicha acción impulsado por otra persona que le indicó que demandara, a pesar que no era cierta su convivencia con aquélla, obligatorio resulta para la Sala a compulsar copias con destino a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que se investigue la eventual conducta penal en la que hayan podido incurrir contra la administración de justicia, el señor José Teodoro Valencia Gallego y las señoras María Amparo Esguerra de Arias, Dora Cely Marín Otalvaro y Luz Piedad García, en virtud a las declaraciones rendidas ante el Notario Tercero del Circulo de esta ciudad, mismas que fueron aportadas como prueba dentro del proceso radicado con el número  004-2016-01373.
En ese orden de ideas, la sentencia de primer grado será modifica para en lugar de declarar probada la excepción de cosa juzgada, negar las pretensiones de la demanda.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR el ordinal primero de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 1º de diciembre de 2017, el cual quedará así:

“PRIMERO: NEGAR las pretensiones formuladas por el señor José Teodoro Valencia Gallego en contra de Colpensiones”. 
SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.

TERCERO: COMPULSAR copias con destino a la Fiscalía General de la Nación con el fin de que investigue la posible conducta penal contra la administración de justicia en la que han incurrido el señor José Teodoro Valencia Gallego y las señoras María Amparo Esguerra de Arias, Dora Cely Marín Otalvaro, Luz Piedad García.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 18 de agosto de 1998. Radicación No. 10819. M.P. Dr. José Roberto Herrera Vergara.
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